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Recomendaciones de Amnistía Internacional para el Pacto Mundial sobre Migración 
 
De conformidad con los párrafos 6 y 7 de la Resolución A/RES/71/280 de la Asamblea General, Amnistía 
Internacional pide a los Estados que acuerden los siguientes compromisos de carácter práctico durante 
las negociaciones intergubernamentales previas a la adopción del Pacto Mundial para una migración 
segura, ordenada y regular: 
 

1. Respetar y defender el principio de no devolución y abstenerse de aplicar políticas exteriores 
de migración que entrañen riesgos para los derechos humanos. 
 

2. Diseñar y aplicar mecanismos para respetar, proteger y promover los derechos de las personas 
migrantes durante todas las etapas de la ruta migratoria. 
 

3. Poner fin a la detención de niños, niñas y adolescentes. 
 

4. Aumentar las oportunidades para que las personas migrantes en situación irregular 
regularicen su situación migratoria al menos en los casos siguientes: 
 

 Reunificación familiar; 
 Menores migrantes no acompañados; 
 Personas que nacieron en el país de destino o migraron a ese país cuando eran niños 

o niñas de corta edad y han alcanzado la mayoría de edad; 
 Víctimas de abusos o violaciones de derechos humanos; y 
 Migrantes en situación irregular creados. 

 
5. Promover vías regulares para la migración laboral. 

 
6. Garantizar que las empresas que emplean a trabajadores migrantes en sus actividades y 

cadenas de suministro, o que intervienen directamente en la contratación de personas 
migrantes, están obligadas por ley a garantizar que el proceso de contratación de personal se 
atiene a principios éticos que respetan y defienden los derechos humanos, y que no implica ni 
da lugar a actos delictivos como trata, trabajo forzoso u otros actos delictivos semejantes. 
 

 Reforzando y haciendo cumplir las leyes y los marcos normativos nacionales para 
combatir la trata de personas, el trabajo forzoso y otros abusos graves en materia 
laboral y de contratación respecto a los trabajadores migrantes; 

 Elaborando y haciendo cumplir normativas que prohíban que los trabajadores 
migrantes paguen tasas de contratación y otros gastos asociados por sus puestos de 
trabajo en el extranjero; 

 Garantizando que los trabajadores migrantes que son víctimas de abusos en la 
contratación o de graves abusos laborales tienen acceso a la justicia y a recursos 
efectivos; 

 Mejorar la transparencia y la rendición de cuentas de las empresas por los abusos 
cometidos en la contratación y contra los derechos laborales. 
 

7. Garantizar que las rutas seguras y regulares respetan, promueven y realizan los derechos 
humanos y laborales de los trabajadores migrantes, de conformidad con el derecho 
internacional, y ofrecen beneficios a las personas migrantes. 
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 Poner fin a las políticas migratorias abusivas 
 Establecer con claridad en el Pacto Mundial los riesgos que los programas de 

migración temporal y circular entrañan para los derechos humanos, y garantizar que 
las recomendaciones relativas a programas de migración temporal y circular no se 
presentan como una panacea para los desafíos migratorios actuales. 

 Exigir que los Estados implementen programas de migración temporal y circular para 
prevenir, abordar y mitigar sus riesgos en materia de derechos humanos y laborales, 
de conformidad con el derecho internacional y teniendo debidamente en cuenta los 
beneficios reales que esos programas reportarán a las personas migrantes. 

 Exigir que los Estados ratifiquen los instrumentos internacionales esenciales 
relativos a la protección de los trabajadores migrantes, y que incorporen sus 
disposiciones a la legislación nacional y las apliquen en la ley, las políticas y la 
práctica. 

 
En las páginas siguientes se explicará con más detalle cada uno de los compromisos de carácter 
práctico. Amnistía Internacional confía en que estas recomendaciones sean examinadas detenidamente 
y tomadas en consideración en la fase III del proceso preparatorio del Pacto Mundial para una migración 
segura, ordenada y regular. 
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1. Respetar y defender el principio de no devolución y abstenerse de aplicar políticas 

exteriores de migración que entrañen riesgos para los derechos humanos 
 
Amnistía Internacional reconoce el poder soberano de los Estados para regular la entrada y estancia de 
personas en sus territorios. No obstante, las políticas migratorias y las medidas de control de fronteras 
deben ser conformes con el derecho internacional de los derechos humanos y los marcos de protección 
de las personas refugiadas. 
 
En los últimos años, algunos países han puesto cada vez más énfasis en las “políticas exteriores de 
migración” (un amplio espectro de medidas aplicadas fuera del territorio del Estado al que intenta llegar 
la gente, normalmente a través de la mejora de la cooperación con otros países). Estas políticas pueden 
consistir en acuerdos jurídicos formales y autónomos, o en diversos acuerdos o acciones incluidos en 
acuerdos de cooperación más amplios, conversaciones diplomáticas, proyectos, pactos o programas 
establecidos entre dos o más Estados que incluyen los asuntos migratorios pero no se limitan a ellos. 
Aunque las políticas exteriores de migración —que a menudo no suponen más que la cooperación entre 
Estados en asuntos migratorios— no son ilegítimas per se desde la perspectiva del derecho 
internacional, Amnistía Internacional considera que algunos tipos de políticas exteriores de migración, 
y en particular la externalización del control de fronteras y de la tramitación del asilo, entrañan riesgos 
considerables para los derechos humanos. Como todas las acciones de los Estados, las políticas 
exteriores de migración deben ser acordes con las obligaciones internacionales del Estado en materia 
de derechos humanos. 
 
Ejemplos de políticas exteriores de migración que entrañan riesgos para los derechos humanos son: 
 

 El desarrollo de capacidad y la financiación para medidas o actividades específicas de control 
de fronteras en otros países, tales como: la construcción de vallas o muros fronterizos; el 
suministro de tecnología, material y formación para los organismos encargados de hacer 
cumplir la ley (guardias de fronteras, guardacostas, fuerzas de seguridad, policía) que 
controlan las fronteras de un país, cuando estos organismos tengan una ejecutoria deficiente 
en materia de derechos humanos; y la construcción o acondicionamiento de instalaciones de 
detención para personas migrantes, solicitantes de asilo y refugiadas; la prestación de 
asistencia económica, logística y tecnológica extraterritorial para capturar, detener y devolver 
a las personas migrantes a terceros países. 

 La firma de acuerdos de readmisión para facilitar la devolución de solicitantes de asilo 
rechazados o de migrantes en situación irregular a su país de origen o a un país de tránsito, 
cuando estos acuerdos no ofrezcan garantías sustantivas y de procedimiento adecuadas 
contra la devolución. 

 
Las políticas exteriores que se mencionan supra pueden dar lugar a la devolución o violar derechos de 
la persona, como el derecho a solicitar asilo, el derecho a no ser sometido a tortura y otros malos tratos 
o el derecho a no ser detenido arbitrariamente. Amnistía Internacional valoraría positivamente unas 
políticas exteriores de migración cuyo objetivos fueran realmente crear rutas seguras y ordenadas para 
el desplazamiento de las personas a través de las fronteras que respeten y defiendan el principio de no 
devolución. 
 
Amnistía Internacional insta a los Estados a no cooperar en asuntos de control de fronteras con países 
donde se cometen violaciones sistemáticas de derechos humanos. En particular, los Estados deben 
abstenerse de participar en toda forma de cooperación que impida a las personas migrantes y 
refugiadas abandonar un país donde no tengan acceso a protección efectiva y estén realmente 
expuestas a sufrir violaciones de derechos humanos, o que obliguen a las personas refugiadas y 
migrantes a regresar a él. 
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2. Diseñar y aplicar mecanismos para respetar, proteger y promover los derechos de las 

personas migrantes durante todas las etapas del ruta migratoria. 
 
Las personas migrantes se enfrentan a diferentes riesgos de abusos contra los derechos humanos 
durante toda la ruta migratoria, tanto en los países de origen como en los de tránsito, destino y retorno. 
Las personas migrantes y solicitantes de asilo son sometidas con frecuencia a asaltos, extorsiones, 
secuestros y homicidios durante su viaje. Las mujeres corren un riesgo especial de sufrir violencia sexual 
y de género; las personas LGBTI también sufren a menudo discriminación o ataques violentos durante 
la ruta migratoria. Por todo ello, Amnistía Internacional insta a los Estados a: 
 

 Diseñar y aplicar mecanismos para respetar, proteger y promover los derechos de las personas 
migrantes antes, durante y después de que tenga lugar la migración. 

 Garantizar que todos los programas de acogida y reintegración para personas migrantes 
garantizan sus derechos y abordan caso por caso las necesidades concretas de cada persona, 
incluidos niños y niñas, personas mayores, supervivientes de tortura, víctimas de trata, 
personas indígenas, personas LGBTI, etc. 

 Garantizar que las personas migrantes tienen acceso a la justicia y a recursos efectivos para 
los abusos y violaciones de derechos humanos. 
 

3. Poner fin a la detención de niños, niñas y adolescentes. 
 
La Declaración de Nueva York se compromete a trabajar “para poner fin a esa práctica” (párrafo 33). 
Los niños, niñas y adolescentes nunca deberían ser detenidos por motivos de inmigración, pues la 
detención no puede redundar nunca en su interés superior. Amnistía Internacional se opone a toda 
detención de menores —acompañados o no acompañados— que obedezca únicamente a motivos de 
inmigración, y recomienda que se establezca por ley una presunción contraria a la detención de unidades 
familiares de progenitores o tutores e hijos e hijas por motivos de inmigración.  
 
El Pacto Mundial deberá contener medidas concretas que los Estados adoptarán para poner fin a la 
práctica de detener a niños, niñas y adolescentes en todo el mundo, lo que incluye: 
 

 Comprometerse públicamente a poner fin a la detención de niños, niñas y adolescentes 
únicamente con fines de inmigración. 

 Promulgar inmediatamente leyes y establecer marcos de políticas nacionales que prevengan 
todas las detenciones de niños, niñas y adolescentes por motivos de inmigración. 

 
4. Aumentar las oportunidades para que las personas migrantes en situación irregular 

regularicen su situación migratoria 
 
Aunque todas las personas migrantes, sea cual sea su situación migratoria en los países de tránsito y 
destino, pueden enfrentar violaciones de derechos humanos, las personas migrantes cuya situación es 
irregular están expuestas a un riesgo mayor de sufrir abusos y violaciones de derechos humanos. Puede 
haber contextos concretos en los que la regularización de la situación de migración irregular sea 
necesaria o muy deseable para proteger los derechos humanos y/o prevenir y abordar la impunidad por 
abusos y violaciones de derechos humanos. 
 
Amnistía Internacional insta a los Estados a aumentar las oportunidades para que las personas 
migrantes en situación irregular regularicen su situación migratoria, al menos en los casos siguientes: 
 

 Familiares de nacionales o de migrantes en situación regular: Los Estados tienen la obligación 
de respetar el derecho a fundar una familia y de abstenerse de injerencias arbitrarias o 
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ilegítimas en la familia.1 El derecho individual a la vida familiar es uno de los factores que el 
Estado debe tener en cuenta a la hora de decidir sobre la entrada, residencia, deportación o 
expulsión.2 El derecho a la reunificación familiar, que se deriva del derecho a la vida familiar3, 
es uno de los motivos de regularización que cuenta con un reconocimiento más generalizado. 
 

 Menores no acompañados: El concepto de “interés superior del menor” es pertinente cuando 
se examina la regularización de los niños y niñas, en particular los no acompañados. El Comité 
de los Derechos del Niño ha señalado que la repatriación de menores no acompañados a su 
país de origen sólo puede tener lugar si ello redunda en el interés superior del menor. Esto, a 
su vez, exige tener en cuenta las condiciones socioeconómicas que esperan al niño o la niña a 
su regreso. 
 

 Personas que nacieron en el país de destino o migraron a ese país cuando eran niños de corta 
edad y han alcanzado la mayoría de edad: El concepto de “su propio país” en virtud del artículo 
12.4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) es más amplio que el 
concepto de país de nacionalidad.4 Esta distinción es especialmente pertinente en relación con 
las personas que nacieron en el país de destino o migraron cuando eran niños de corta edad. 
Si bien algunos países conceden la ciudadanía a todos los niños y niñas nacidos en su 
territorio, muchos no lo hacen. En no pocos casos, la legislación nacional permite que los niños 
y niñas que nacieron en el país o migraron en su infancia (con sus padres o como menores no 
acompañados) permanezcan en el país mientras son menores de edad. En estas 
circunstancias, sería pertinente el concepto de “interés superior del menor” (véase supra). Sin 
embargo, al alcanzar la mayoría de edad estas personas pueden perder su derecho a 
permanecer en el país, y se les puede exigir que soliciten de nuevo el permiso de residencia, 
aun en el caso de que tengan una vinculación sólida con ese país y vínculos débiles o 
inexistentes con el país de origen. Expertos en derechos humanos sostienen que en tales casos 
las personas deben poder disfrutar del derecho a permanecer en “su propio país”.5 
 
Cabe suponer que las personas que nacieron en el país o migraron cuando eran niños de corta 
edad han desarrollado una vinculación sólida con ese país cuando alcanzan la mayoría de 
edad. En consecuencia, no pueden ser consideradas “simples extranjeros”; el país en el que 
viven puede ser para ellos “su propio país”. 

 
 Víctimas de abusos o violaciones de derechos humanos en situación migratoria irregular: Las 

personas migrantes en situación irregular que sufren abusos o violaciones de derechos 
humanos deben tener acceso a la justicia y tener la posibilidad de denunciar y/o presentar 
demandas legales por los abusos sufridos sin temor a ser expulsadas o repatriadas. 

 
 Migrantes en situación irregular “creados”. El desarrollo de normativas migratorias y laborales 

complejas y onerosas en los países receptores aumenta los riesgos de que trabajadores 
migrantes que llegaron legalmente al país incurran en una situación irregular. Entre los 
denominados migrantes en situación irregular “creados” (migrantes que incurren en una 
situación irregular debido a deficiencias burocráticas) figuran las personas cuyo permiso de 

                                                      

1 Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 16.1; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículos 17.1, 23.2. 

2 Comité de Derechos Humanos, Observación general Nº 15, párr. 5. 

3 El derecho a la reagrupación familiar es reconocido de forma explícita en los artículos 9.1 y 10.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño 
y en el artículo 44 de la Convención sobre los Derechos de los Migrantes. 

4 Comité de Derechos Humanos, Observación general Nº 27, doc. ONU: CCPR/C/21/Rev.1/Add.9, 2 de noviembre de 1999, 
párr. 20. Según Manfred Nowak, “[l]a protección del artículo 12.4 se extiende a personas extranjeras y apátridas que tienen esa relación tan 
sólida con un Estado al que consideran ‘su propio país’ o su país de origen”. M. Nowak, U. N. Covenant on Civil and Political Rights – CCPR 
Commentary, N. P. Engel, 2ª edición revisada, 2005, p. 284. Esta interpretación es confirmada por los trabajos preparatorios. Contra: Comité 
de Derechos Humanos, Stewart v. Canada, comunicación No. 538/1993, 18 de marzo de 1994, doc. ONU: CCPR/C/50/D/538/1993; Canepa v. 
Canada, comunicación No. 558/1993, 1997, doc. ONU: CCPR/C/59/D/558/1993. 

5 M. Nowak, U. N. Covenant on Civil and Political Rights – CCPR Commentary, N. P. Engel, 2ª edición revisada, 2005, p. 288. 
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residencia y/o de trabajo ha expirado debido a largas demoras y excesiva burocracia, requisitos 
onerosos o excesivamente costosos para el proceso de renovación, corrupción en el proceso y/o 
incongruencias en los procedimientos de concesión de permisos de residencia y de trabajo. 
 

5. Promover vías regulares para la migración laboral 
 
Las diferencias entre la insuficiencia de vías regulares para la migración laboral y las demandas reales 
del mercado de mano de obra migrante crean la migración irregular. A su vez, la situación migratoria 
irregular expone a los trabajadores migrantes al riesgo de explotación laboral. Los Estados deben 
ampliar los canales para la migración laboral regular para tener mejor en cuenta la realidad del mercado 
de trabajo y proporcionar una protección mejor a todos los trabajadores migrantes. Para ello, deben 
alentar el diálogo y tomar en consideración las aportaciones de todos los actores pertinentes, entre ellos 
empresas, trabajadores migrantes, autoridades locales, sindicatos y grupos de la sociedad civil. 
 

6. Garantizar que las empresas que emplean a trabajadores migrantes en sus actividades y 
cadenas de suministro, o que intervienen directamente en la contratación de personas 
migrantes, están obligadas por ley a garantizar que el proceso de contratación de personal 
se atiene a principios éticos que respetan y defienden los derechos humanos, y que no 
implica ni da lugar a actos delictivos como trata, trabajo forzoso u otros actos delictivos 
semejantes. 

 
Los trabajadores migrantes, en particular los que desempeñan tareas poco cualificadas, son muy 
vulnerables a las condiciones de servidumbre por deudas, trata de personas, trabajo forzoso y otros 
abusos laborales graves como consecuencia de procesos de contratación de mano de obra delictivos y 
caracterizados por la explotación.6 En las cadenas de contratación y en los mercados laborales no 
transparentes y deficientemente regulados, a los trabajadores migrantes se les cobran 
sistemáticamente tasas de contratación excesivas e ilegales; se les engaña respecto a los términos y 
condiciones de su trabajo en el extranjero; se les manipula por las deudas contraídas en la fase de 
contratación para que se avengan a trabajar en condiciones de explotación; y se les restringe su libertad 
de circulación mediante la confiscación del pasaporte o por otros medios. La corrupción interna y 
transfronteriza también está profundamente arraigada en los modelos empresariales de contratación 
de personal, lo que menoscaba el cumplimiento de la normativa del Estado para proteger a los 
trabajadores migrantes y aumenta el costo total de la contratación, que después se traslada a las 
personas migrantes. La extorsión y el cobro de cantidades excesivas a los trabajadores y trabajadoras 
migrantes son importantes porque disminuyen su libertad para ejercer sus derechos y los atrapa 
fácilmente en situaciones de vulnerabilidad extrema. Los procesos de contratación de personal delictivos 
y caracterizados por la explotación, sobre todo los que convierten a las personas aspirantes a migrantes 
en trabajadores cautivos y/o trabajadores objeto de trata, son uno de los factores fundamentales que 
contribuyen a la elevada incidencia del trabajo forzoso y la esclavitud moderna en la economía global. 
 
En virtud del derecho internacional de los derechos humanos, los Estados tienen la obligación de 
proteger a las personas de abusos contra sus derechos cometidos por terceros, incluidas las empresas, 
y de tomar las medidas adecuadas para prevenir, investigar, castigar y reparar esos abusos mediante 
políticas, leyes, normativas y arbitraje efectivos. Por todo ello, Amnistía Internacional insta a los Estados 
a: 
 

 Reforzar y hacer cumplir las leyes y los marcos normativos nacionales para combatir la trata 
de personas, el trabajo forzoso y otros abusos graves en materia laboral y de contratación 
respecto a los trabajadores migrantes. Los Estados deben ratificar los ocho convenios 
fundamentales de la OIT que estipulan las normas internacionales sobre trata, trabajo forzoso 

                                                      

6 Las personas migrantes en general (no sólo los trabajadores y trabajadoras migrantes) están expuestas a la trata de personas, y además al 
trabajo forzoso o la esclavitud moderna. Este apartado se centra específicamente en los riesgos que corren los trabajadores migrantes durante 
los procesos de contratación de mano de obra y en el deber de los Estados de proteger a las personas migrantes contra los abusos de las 
empresas que contratan a trabajadores migrantes, o que los emplean en sus actividades o cadenas de suministro.  
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y otros abusos laborales graves.7 Los Estados que han ratificado estos convenios deben 
garantizar que las disposiciones de estos instrumentos se incorporan plenamente a la 
legislación nacional, y que han tomado medidas efectivas para cumplir con sus obligaciones 
legales. Las leyes y marcos nacionales pertinentes para la protección de los trabajadores y 
trabajadoras migrantes deben ocuparse de todo el espectro de prácticas laborales y de 
contratación fraudulentas, abusivas y otras prácticas delictivas. En consecuencia, los Estados 
deben esforzarse para mejorar la coherencia y las conexiones entre la legislación sobre trata 
de personas y trabajo forzoso y las leyes que regulan la contratación de mano de obra. Los 
actos graves de abuso en la contratación de personal, como los constitutivos de trata de 
personas y trabajo forzoso, deben considerarse delitos en virtud de la legislación nacional, y 
no infracciones administrativas como ocurre a menudo. 

 
Las empresas también pueden intervenir en la contratación de personal o en los abusos contra 
los derechos laborales, tanto directamente como a través de sus relaciones empresariales. Los 
Estados deben disponer de leyes que garanticen que las empresas son jurídicamente 
responsables de los abusos graves contra los derechos humanos, incluidos la trata de personas 
y el trabajo forzoso. Estas leyes deben prever la rendición de cuentas de las empresas mediante 
sanciones penales o medidas equivalentes. Además de elaborar leyes para exigir 
responsabilidades a las empresas por los abusos contra los derechos humanos y laborales de 
las personas migrantes, los Estados deben garantizar que los organismos encargados de hacer 
cumplir la ley disponen de recursos adecuados para investigar casos, sobre todo cuando 
empresas domiciliadas o que operan en su territorio estén involucradas en abusos contra los 
derechos humanos en otra jurisdicción. Los Estados deben procurar también eliminar los 
obstáculos legales que impiden que las víctimas que son trabajadores o trabajadoras 
migrantes, que no recibirán recursos efectivos en el país de contratación o de trabajo, busquen 
jurisdicción para causas transfronterizas cuando las empresas estén involucradas en abusos 
en la contratación y contra los derechos laborales. 

 
 Elaborar y hacer cumplir normativas que prohíban que los trabajadores migrantes paguen 

tasas de contratación y otros gastos asociados por sus puestos de trabajo en el extranjero. Los 
trabajadores migrantes están más expuestos a la trata y al trabajo forzoso cuando se ven 
atrapados en situaciones de servidumbre por deudas. Las tasas de contratación cuyo pago por 
adelantado se exige a los trabajadores migrantes son una de las causas fundamentales de la 
servidumbre por deudas, sobre todo cuando los trabajadores migrantes deben solicitar 
préstamos a intereses elevados para pagarlas y perciben salarios inferiores a las cantidades 
que sus agentes de contratación les prometieron. Amnistía Internacional insta a los Estados a 
establecer disposiciones legales que impidan que los trabajadores migrantes paguen tasas 
asociadas a su contratación. Estas leyes deben establecer sanciones efectivas y 
proporcionadas para castigar a los contratadores individuales o las agencias de contratación 
de la cadena de contratación que cobren tasas a los trabajadores por su contratación. 

 
 Garantizar que los trabajadores migrantes que son víctimas de abusos en la contratación o de 

graves abusos laborales tienen acceso a la justicia y a recursos efectivos. La conducta 
depredadora de las empresas y la corrupción transfronteriza en el sector de la contratación de 
mano de obra casi nunca se castiga. Los Estados deben mejorar y ampliar los procesos de 
presentación de denuncias, para que los mecanismos de justicia sean más accesibles, 

                                                      

7 Entre ellos el Convenio sobre el Trabajo Forzoso de 1930 (núm. 29), el Convenio sobre los Trabajadores Migrantes de 1975 (núm. 143), el 
Convenio sobre las Agencias de Empleo Privadas de 1997 (núm. 181), y la Recomendación que lo acompaña (núm. 188, de 1997), de la OIT, y 
el Protocolo de la ONU para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños (2000). La Convención 
Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud también 
establece la obligación de los Estados de tomar medidas prácticas, legislativas y de otro tipo para poner fin progresivamente a las instituciones 
y prácticas semejantes a la esclavitud, incluida la servidumbre por deudas.  
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transparentes y sujetos a rendición de cuentas para las personas migrantes que tratan de 
obtener reparación por abusos contra los derechos laborales y en la contratación. 

 

 Mejorar la transparencia y la rendición de cuentas de las empresas por los abusos cometidos 
en la contratación y contra los derechos laborales. En virtud de los Principios Rectores de la 
ONU sobre las Empresas y los Derechos Humanos, las empresas tienen la responsabilidad de 
respetar los derechos humanos. Esto impone a las empresas la obligación de evitar la violación 
de los derechos humanos de otras personas y de ocuparse de los efectos negativos que sus 
actividades empresariales puedan tener para los derechos humanos. Las empresas cumplen 
con esa responsabilidad ejerciendo la diligencia debida para identificar y abordar los riesgos 
para los derechos humanos que pueden entrañar sus actividades y cadenas de suministro. Si 
una empresa causa o contribuye a un abuso contra los derechos humanos, debe proceder a su 
reparación o cooperar en ella. Estas normas internacionales sobre empresas y derechos 
humanos son aplicables tanto a las compañías multinacionales como a las nacionales. 

 
Incluso cuando las empresas multinacionales no sean las que contratan directamente a los 
trabajadores, tienen no obstante la responsabilidad de evaluar y abordar los riesgos de abusos 
contra los derechos humanos que causan o a los que contribuyen debido a sus actividades o 
sus relaciones empresariales en la cadena de suministro. Para evitar causar, contribuir o verse 
asociadas de otro modo a abusos graves en materia laboral y de contratación de personal, las 
empresas multinacionales deben ejercer la diligencia debida en todas sus actividades y 
cadenas de suministro (incluso en relación con sus proveedores y subcontratistas que empleen 
a trabajadores migrantes) para comprobar si existe el riesgo de que esos trabajadores paguen 
tasas de contratación elevadas y sean objeto de trata o de otra forma de explotación, y 
responder en consecuencia. A continuación, las empresas deben informar públicamente sobre 
las medidas que han adoptado para cumplir con su responsabilidad de respetar los derechos 
humanos de los trabajadores migrantes en sus actividades o cadenas de suministro. 

 
Así pues, los Estados deben emprender las reformas legales y de políticas necesarias para 
exigir a las empresas domiciliadas o con sede en el país que ejerzan la diligencia debida en 
materia de derechos humanos en todas sus actividades globales, incluidas sus cadenas de 
suministro. Se debe exigir a las empresas que informen públicamente sobre sus políticas y 
prácticas de diligencia debida en materia de derechos humanos. Los Estados deben disponer 
también de recursos y sistemas adecuados para comprobar o supervisar las afirmaciones de 
las empresas en relación con la protección de los trabajadores migrantes y otros trabajadores 
en sus actividades empresariales o cadenas de suministro. Esto incluye exigir 
responsabilidades a las empresas por cualquier afirmación falsa o engañosa en relación con 
la manera en que han evaluado y abordado los riesgos que causan o contribuyen a causar 
debido a sus actividades o relaciones empresariales. 

 
6. Garantizar que las rutas seguras y regulares respetan, promueven y realizan los derechos 
humanos y laborales de los trabajadores migrantes, de conformidad con el derecho 
internacional, y conceden beneficios a las personas migrantes 

Los Estados deben poner fin a las políticas de migración laboral que aumentan el riesgo de que los 
trabajadores migrantes sufran explotación laboral y otros abusos a manos de actores privados, como 
agencias de contratación y empleadores. Entre ellas figuran: 
 

 Las políticas de migración laboral que conceden al empleador el control sobre la residencia 
del trabajador o trabajadora migrante. En particular: 

 
 Las políticas que confieren al empleador la responsabilidad exclusiva de efectuar los 

trámites administrativos para la expedición de visados y permisos de trabajo para 
los trabajadores migrantes, que facultan al empleador para privar arbitrariamente a 
los trabajadores migrantes de una situación migratoria regular, reduciendo de ese 
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modo su capacidad para acceder a ayuda de las autoridades en caso de explotación 
laboral; 

 
 Las políticas que conceden al empleador la potestad de proporcionar a los 

trabajadores migrantes los documentos necesarios para obtener la residencia, ya que 
esta potestad puede convertirse fácilmente en una herramienta para intimidarlos o 
amenazarlos, lo que menoscabará su capacidad para negociar la mejora de salarios 
y condiciones de trabajo. 

 
 Las políticas de migración laboral que atan a los trabajadores migrantes a un empleador 

concreto. Este es el caso, por ejemplo, de: 
 

 Los visados o permisos de trabajo que exigen el permiso del primer empleador para 
que el trabajador o trabajadora migrante cambie de empleo; 

 
 Los visados o permisos de trabajo cuya validez expira de manera inmediata o rápida 

cuando el trabajador o trabajadora migrante deja un empleo o es despedido. 
 
Durante el proceso preparatorio del Pacto Mundial, algunos Estados y otras partes interesadas han 
sugerido la elaboración de más acuerdos relativos a la migración temporal y circular. Estas 
recomendaciones se han formulado en el contexto de la ampliación de las rutas migratorias seguras y 
legales, y los Estados las han propuesto como medio de reducir la migración irregular, la trata y el tráfico 
de personas. Aun reconociendo la necesidad de más oportunidades de migración regular, Amnistía 
Internacional considera motivo de preocupación estas propuestas y recomendaciones de los Estados. 
 
La opinión de Amnistía Internacional es que las modalidades existentes de migración temporal y circular 
entrañan riesgos importantes para los derechos humanos de las personas migrantes, y casi nunca 
cumplen el objetivo mencionado supra de reducir las formas graves de abusos y explotación de las 
personas migrantes. La migración circular se ha basado tradicionalmente en el objetivo de introducir 
mano de obra prescindible para subsanar las lagunas del mercado laboral, en procesos caracterizados 
por una obligación limitada de los Estados y los empleadores extranjeros de velar por la protección y el 
bienestar de los trabajadores sujetos a contratos de corta duración. 
 
Los programas de migración circular y temporal a menudo fomentan un entorno que favorece los abusos 
contra los derechos humanos y laborales porque los trabajadores dependen de sus empleadores para 
que los propongan de nuevo para la migración y el empleo una vez concluidos sus contratos de trabajo 
temporal. En estas circunstancias, los trabajadores pueden hacer frente a graves restricciones para 
ejercer plenamente sus derechos humanos y laborales. La flexibilidad en la contratación y en el despido 
que poseen los empleadores disuade a las personas migrantes de denunciar las condiciones de trabajo 
deficientes y caracterizadas por la explotación, como los retrasos o impagos de salarios, o de participar 
en mecanismos de negociación colectiva para conseguir mejoras salariales y de las condiciones de 
trabajo. Además, los programas de migración circular casi nunca ofrecen a las personas migrantes 
libertad para seleccionar su empleo, cambiar de empleador, participar en el acceso a servicios públicos 
gratuitos y accesibles localmente, llevar consigo a sus familias, o regresar a su país de acuerdo con el 
calendario que deseen. Los beneficios a largo plazo de estos programas para personas migrantes 
también son discutibles dado que tradicionalmente se impide a las personas migrantes recibir 
seguridad social en los países de destino, y tampoco se les transfieren estas prestaciones en sus países 
de origen. Esto repercute en el disfrute de sus derechos económicos y sociales. Por último, el proceso de 
nueva contratación y migración en sí mismo puede exponer a las personas migrantes a explotación en 
sus viajes de vuelta a su país de origen. Las personas migrantes pueden hacer frente a tasas ilegales y 
abusivas y otras formas de fraude y abusos en la contratación durante los trámites de contratación y 
partida. Teniendo en cuenta estos riesgos y motivos de preocupación en materia de derechos humanos, 
Amnistía Internacional insta con todo respeto a los Estados a: 

 Establecer con claridad en el Pacto Mundial los riesgos que los programas de migración 
temporal y circular entrañan para los derechos humanos, y garantizar que las recomendaciones 
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relativas a programas de migración temporal y circular no se presentan como una panacea 
para los desafíos migratorios actuales. 

 Exigir a los Estados que implementen programas de migración temporal y circular que 
prevengan, aborden y mitiguen sus riesgos en materia de derechos humanos y laborales, de 
conformidad con el derecho internacional y teniendo debidamente en cuenta los beneficios 
reales que esos programas reportarán a las personas migrantes. Esto incluye: 

 Eliminar los requisitos que impiden de hecho que los trabajadores migrantes cambien 
de empleador. 

 Eliminar los requisitos que impiden que los trabajadores migrantes salgan del país 
sin permiso de sus empleadores extranjeros. 

 Disponer de recursos adecuados para supervisar los lugares de trabajo y para 
investigar a fondo los casos de abusos y explotación. 

 Disponer de leyes estrictas en materia laboral y de lucha contra la trata que se 
ajusten al derecho internacional. 

 Prohibir que los empleadores retengan los pasaportes de los trabajadores y sancionar 
a quienes infrinjan esta disposición. 

 Proporcionar a los trabajadores migrantes acceso a la justicia y a recursos efectivos 
en caso de abusos contra los derechos humanos y laborales, que les permitan exigir 
responsabilidades a los empleadores. 

 Proteger el derecho de los trabajadores a la negociación colectiva. 
 Abordar los obstáculos que se oponen actualmente a la participación de trabajadores 

migrantes en los sistemas de seguridad social y al acceso a servicios públicos 
disponibles localmente sin costos adicionales. 

 Exigir que los empleadores extranjeros se atengan a principios de contratación de 
personal éticos que cumplan las normas internacionales. 

 Exigir que los Estados ratifiquen los instrumentos internacionales esenciales 
relativos a la protección de los trabajadores migrantes, y que incorporen sus 
disposiciones a la legislación nacional y las apliquen en la ley, las políticas y la 
práctica. 


